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EPÍLOGO

I.

Suele adjetivarse a la Constitución de 1824 con el calificativo de “federal”, 
porque fue justamente en dicha norma fundamental en donde se eligió esa 
forma de Estado, diríamos hoy, para una nación que recién veía la luz bajo 
el nombre de los Estados Unidos Mexicanos, una vez consumada su Inde-
pendencia del reino de España. El artículo 4o. —del título 2o., que llevaba 
por título “De la forma de gobierno de la nación, de sus partes integrantes y 
división de su poder supremo”— dispuso: “La nación mexicana adopta para 
su gobierno la forma republicana representativa popular federal”.

Si bien dicha Constitución constituyó una mixtura entre la Constitu-
ción gaditana de 1812, y la Constitución de los Estados Unidos de América 
de 1787, esta fórmula —queda claro— fue una referencia estadounidense, 
como muchas otras instituciones, entre las que destaca la del distrito federal.

II.

Se afirma con frecuencia que en esas latitudes la creación del distrito de 
Columbia fue producto de una casualidad, según la cual estando la Asam-
blea Constituyente sesionando en Filadelfia, una turba la interrumpió y la 
agredió, sin que las autoridades locales intervinieran para resguardarla; este 
hecho provocó que la Asamblea saliera de esa ciudad. En consecuencia, la 
Constitución estadounidense estableció en su artículo 1o., sección 8a., que 
el Congreso tendría “la facultad exclusiva de legislar en todas las materias en 
una superficie que no exceda de 10 millas cuadradas que cedan los estados y 
acepte el Congreso para ser la sede del gobierno de los Estados Unidos”. Ésa 
era, por decirlo de algún modo, la vocación de ese territorio, ninguna otra.79

79		  En 1790 se aprobó la creación del distrito de Columbia, capital de los Estados Unidos 
de América, comúnmente llamado Washington, D. C. en honor a su primer presidente, 
George Washington. Dicho distrito se formó con los territorios que cedieron Maryland y 
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III.

Dicha región no tenía más pretensión, ni destino, que el de albergar al go-
bierno de los Estados Unidos de América; esto es, dar un lugar y un territorio 
a los poderes de la Unión. Esa fue la figura que se extrapoló a nuestra Consti-
tución federal, que en este año de 2024 cumple su segundo centenario.

Correspondió al extenso artículo 50 de dicha carta magna, que con-
sagraba las facultades exclusivas del Congreso, establecer en las fracciones 
XXVIII y XXIX, respectivamente, que le correspondía “elegir un lugar 
que sirva de residencia a los supremos poderes de la Federación y ejercer en 
su Distrito las atribuciones del Poder Legislativo de un estado”, y también, 
por virtud de la última de estas fracciones, que podía “variar esta residen-
cia cuando lo juzgue necesario”. Así quedó recogida la figura del Distrito 
Federal en la Constitución, que a inicios del siglo XIX comenzaba a forjar 
una nación.

IV.

Entre la redacción actual del artículo 122 constitucional y la que escribiera 
el Constituyente hace doscientos años hay una enorme distancia; han pasa-
do muchos años y muy diversos constituyentes: centralistas (1836), liberales 
(1857) y sociales (1917), a la par de diversos decretos; nada más en el siglo 
XIX se sucedieron más de una decena de reformas al Distrito Federal. Hoy, 
el Constituyente de 1824 no reconocería, en nada, su legado.

Producto de un mal entendimiento de la figura del Distrito Federal, 
éste terminaría por desaparecer, mediante reforma constitucional, en 2016.

V.

Fue una reforma, en especial, la que dio cabida a la Asamblea de Represen-
tantes de Distrito Federal, en 1987. El Constituyente Permanente rompía 
la lógica estadounidense de un lugar de esta naturaleza e iniciaba, así, un 
camino muy distinto al pergeñado por el Constituyente que redactó la pri-

Virginia. En 1846, el Congreso regresó la tierra cedida por este último estado. En 1871 se 
crearon los municipios de Washington y Georgetown. Desde 1973, el gobierno recae en un 
presidente municipal y en un concejo facultado para expedir ordenanzas y leyes locales, 
aunque el Congreso conserva la autoridad suprema. Véase Serra Rojas, Andrés, Derecho ad-
ministrativo, México, Porrúa, 1977, p. 539.
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mera Constitución del México independiente. A partir de ahí, ya no habría 
marcha atrás: el futuro del Distrito Federal, a la manera mexicana, estaba 
marcado, es decir, tarde o temprano sería sustituido o extinguido. No se 
entendió su destino y funciones, no se logró el necesario equilibrio entre los 
intereses locales y el interés de la nación.

Llegó al gobierno federal y local una clase política mexicana sedienta 
de poder, que argumentó, para crear ese órgano “de representación”, que 
finalmente los habitantes de la capital dejarían de ser “ciudadanos de se-
gunda”, porque elegirían a sus representantes por un periodo de tres años.

VI.

La Asamblea de Representantes surge para eso, para representar a los ha-
bitantes de la capital, pero bien a bien era difícil determinar su naturaleza 
jurídica, se parecía a un congreso local, pero más a un ayuntamiento, lo 
cierto es que se le consideró la punta de lanza de la transformación de la 
sede de los poderes federales.

Esta forma tan sui géneris de representación duraría tan solo nueve 
años, y su producción normativa sería limitada dada la “tutela legislativa” 
que tendría por parte del Congreso de la Unión, especialmente de la Cá-
mara de Diputados. A partir de entonces, el objetivo era sacar de la capital 
la injerencia federal.

VII.

A la Asamblea de Representantes se le darían, en 1995, por la vía de su Ley 
Orgánica, normas de observancia general y obligatoria en el Distrito Fede-
ral con el carácter de leyes o decretos en las materias expresamente determi-
nadas por la Constitución; nacía así la verdadera Asamblea Legislativa; pero 
no fue sino hasta la reforma constitucional de 1996 cuando se le cambiaría 
el nombre.

Este otro órgano de elección popular, que denominaría a sus integrantes 
“diputados”, y a sus periodos de trabajo “legislaturas”, subsistiría de 1997 
hasta 2018. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal, todavía, desarro-
llaría sus funciones durante siete legislaturas, de tres años cada una, convir-
tiéndose así en la antesala de la aprobación de otra reforma constitucional, 
producto de un pacto político cupular, que crearía al Congreso de la Ciudad 
de México, y que haría de ésta la sede de los poderes de la Unión.
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VIII.

Desnaturalizada ya la idea del Distrito Federal al estilo estadounidense, hoy 
la Ciudad de México cuenta con una Constitución, a la que, por decir lo 
menos, es difícil llamar así. Por lo menos, porque no existió una Asamblea 
Constituyente auténtica; esto es, de libre elección; el proyecto de Constitu-
ción correspondió presentarlo al jefe de gobierno sin que una serie de pro-
yectos permitieran la contradicción entre ellos. El procedimiento, ni duda 
cabe, no fue en absoluto ortodoxo para que pueda dársele la categoría de 
Constitución al resultado de esa Asamblea; por si fuera poco, el documento 
no fue ni siquiera sometido a la consideración de la población capitalina 
mediante la figura del referéndum.

Llegado ese momento, 2018, la Ciudad de México es, a partir de en-
tonces, no sólo la sede de los poderes de la Unión, sino que cuenta con una 
Constitución que rige su vida institucional y establece un Congreso que es 
electo por los ciudadanos de la Ciudad de México, y que, después de las 
elecciones del 2 de junio de 2024, se encuentra desarrollando sus funciones 
en el marco de su III Legislatura.

IX.

Si el Congreso de la Unión es uno de los poderes menos conocidos por los 
ciudadanos y peor valorado por éstos, es necesario emprender una seria 
cruzada en defensa y conocimiento del Congreso de la Ciudad de México. 
Su conocimiento acercará a los ciudadanos a sus tareas y le dará sentido a 
la representación que ostenta; defender a los representantes ciudadanos es 
defender las libertades, el Estado de derecho y la democracia en la ciudad 
capital del país.

X.

La capacidad que tenga el Congreso de la Ciudad de México para legiti-
marse a sí mismo, a través de su trabajo, es urgente. Requiere, en primer 
lugar, como hemos advertido, cerrar diversos frentes en el ámbito de la ar-
monización y adecuación de su legislación, de dar cumplimiento a normas 
que a pesar de los años no ha publicado; en segundo lugar, fortalecer y 
perfeccionar sus funciones legislativas y de control; hacer de las comisiones 
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parlamentarias los órganos neurálgicos de la toma de decisiones, crear un 
servicio de apoyo técnico, de primer orden, que coadyuve con diligencia y 
honestidad intelectual y laboral en las tareas que la Constitución le enco-
mienda al Congreso de la capital, que son muchas y muy importantes para 
una ciudad que cambia vertiginosamente.




